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León, Guanajuato, a veintiocho de septiembre del año dos mil siete. . . 

V I S T O S para resolver los autos del recurso de inconformidad, identificado con el número 252/2006-RI, promovido por el ciudadano Fidel Martínez Mares; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El recurso de inconformidad fue interpuesto oportunamente dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que la parte recurrente tuvo conocimiento del acto impugnado, atento a lo que establece la fracción I del artículo 29 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . 

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, la multa impuesta por la cantidad de $2,400.00 (Dos mil cuatrocientos pesos 00/100 moneda nacional), se acredita tanto con el original del recibo número 058683-O, de fecha veinte de noviembre de dos mil seis, aportado por el recurrente en su escrito inicial, como del reconocimiento expreso que del acto, hace la autoridad demandada al contestar el recurso. Luego entonces, dicho recibo se expidió en los términos que se establece en el artículo 45 del Reglamento de Policía y Buen Gobierno del Municipio de León, Guanajuato, por lo que tiene pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto por el artículo 207, en relación con el 132, ambos del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, de aplicación supletoria al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, por así disponerlo el segundo párrafo del artículo 41 de dicho ordenamiento, respecto de la valoración de las pruebas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por ser una cuestión de orden publico y por ende, de estudio preferente, este  Juzgador, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 49 y 50 del Reglamento de Justicia Administrativa  Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En la especie, la autoridad demandada no hizo valer causal de improcedencia alguna y de oficio este Juzgador advierte que no se actualiza ninguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los ordenamientos legales invocados en el párrafo que antecede. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- No existiendo impedimento legal para el estudio de fondo del presente asunto, previo al análisis de los agravios expresados por el recurrente, es importante puntualizar, que de las documentales aportadas tanto por el recurrente como por la autoridad demandada, se desprende que el Arbitro Calificador, Licenciado Eduardo Vázquez Páramo, en fecha veinte de noviembre del dos mil seis, impuso al recurrente la sanción administrativa consistente en una multa por la cantidad de $2,400.00 (Dos mil cuatrocientos pesos 00/100 Moneda Nacional), por “conducir vehículos en estado de ebriedad”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Hecha la precisión anterior, se procede al estudio del primer agravio, en el que el recurrente señala: que se vulnera el contenido de los artículos 70, fracción XVIII, y 221 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, porque  niega que el Juez Calificador tenga atribuciones para determinar y aplicar sanciones de carácter administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Agravio que para este Juzgador resulta infundado, toda vez que el Arbitro Calificador, para calificar e imponer la sanción al caso concreto (conducir vehículos en estado de ebriedad), lo hace en cumplimiento de la atribución expresa que le confieren los artículos 133 A, tercer párrafo, y 145 del Reglamento de Tránsito para el Municipio de León, Guanajuato. En efecto, los referidos preceptos establecen, el primero, que atañe al Arbitro Calificador, el calificar e imponer la sanción que corresponda y el segundo, que corresponde a la Dirección de Árbitros Calificadores calificar las infracciones contenidas en el artículo 133 A del conjunto normativo antes señalado. Consecuentemente, resulta claro que los referidos artículos sí otorgan facultades a quien emitió la multa impugnada y que, por tanto, se considera competente al Arbitro Calificador, Licenciado Eduardo Vázquez Páramo para emitir la sanción cuestionada, de ahí que resulte infundado el primer agravio. . . . . . . . . . . .

En el segundo agravio, el recurrente niega lisa y llanamente haber cometido la infracción que se le imputa y por la cual se impuso la multa controvertida. Al respecto, considerando que la multa se aplicó por “conducir vehículos en estado de ebriedad”, hay que señalar que para este resolutor si está acreditada la infracción, ya que el recurrente en su escrito de interposición del recurso, en el capitulo de hechos, manifiesta textualmente: “El día 20 de noviembre de 2006, siendo aproximadamente las 2:15 horas iba circulando por el Boulevard Aeropuerto, retornándome sobre el mismo en el lugar denominado primer retorno, una vez reincorporándome a dicha avenida, ingresé a la estación de servicio  ……… encendí la marcha del motor del vehículo”, de lo antes manifestado se desprende que el recurrente al señalar que iba circulando y que después de abastecerse de combustible encendió la marcha del vehículo, acepta que se encontraba conduciendo un vehículo, lo que constituye una confesión expresa, según lo dispone el artículo 98 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, y ello adminiculado con el dictamen médico número A6054 que adjuntó la autoridad demandada, lleva a la conclusión de que el recurrente conducía un vehículo y que lo hacia sin estar apto para conducir, por encontrarse ebrio incompleto, por lo que sí incurrió en una infracción a las disposiciones contenidas en el Reglamento de Tránsito para el Municipio de León, Guanajuato. . . . 

No pasa desapercibido para quien resuelve, que el ciudadano Fidel Martínez Mares, objetó en cuanto a su alcance y valor probatorio, el dictamen médico mencionado, tocante a que del mismo no se desprende que reconozca en forma expresa la infracción que se le imputa, lo cual resulta cierto, ya que de la lectura de dicho dictamen no se desprende manifestación alguna del inconforme mediante la cual reconozca la infracción que se le atribuye, sin embargo el dictamen tiene el sólo efecto de acreditar el estado en que se encontraba el recurrente, que era el de “ebrio incompleto, no apto para conducir”, dictamen médico en el que se aprecia una rúbrica similar a la que calza el escrito de interposición del recurso y que constituye un documento público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, continuando con el estudio del segundo agravio también refiere el recurrente: “…..me causa agravio el acto impugnado porque viola en mi perjuicio el principio de legalidad, de que deben estar revestidos los actos de las autoridades administrativas, previsto en el artículo 16 de nuestra Constitución General, ya que sólo se me señaló verbalmente que me había hecho acreedor a una sanción de multa por $3,100.00 pesos ó 12 horas de arresto –multa que posteriormente fue rebajada a $2,400.00 pesos-, por conducir vehículos en estado de ebriedad, y que el fundamento era el artículo 133-A”, de lo anterior se puede deducir que al recurrente no se le hizo saber a que ordenamiento corresponde el precepto legal que la autoridad demandada considero conculcado por la conducta realizada, lo que queda corroborado con lo manifestado por el recurrente al continuar con la exposición de su agravio, concretamente en el inciso a) donde puntualiza: “Funda indebidamente su acto, ya que primero señala que el artículo que supuestamente violé fue el 133-A del Reglamento de Tránsito Municipal, pero después se funda nuevamente en el 133-A junto con otros artículos, pero ahora del Reglamento de Policía y Buen Gobierno, dejándome en la incertidumbre jurídica por su indebida fundamentación, al no tener la certeza de la disposición jurídica que me esta aplicando”  por otra parte también señala en el inciso b) del agravio en estudio, que la autoridad demandada: “no motiva adecuadamente su acto, ya que no establece que vehículos iba conduciendo, y que tipo de vehículos, cuantos eran, uno, dos o tres, etc., que se debe entender por estado de ebriedad,………, razón por la cual el acto se encuentra deficientemente y por lo tanto indebidamente motivado.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .       

De la lectura del recibo que se expidió al recurrente, se valora que el mismo consta de una fundamentación y una motivación deficientes, ya que como bien lo refiere el recurrente, en el mismo se señala por una parte de manera literal: “Art. 133-A del Reglamento de Tto. Municipal” y por otra “Arts. 1,……133-A, del Reglamento de Policía y Buen Gobierno para el Municipio de León, Guanajuato”, y como concepto: “conducir vehículos en estado de ebriedad” por lo que para este Juzgador resulta fundado, esa parte del agravio en estudio, en primer término, porque en efecto, la imposición de la multa se encuentra indebidamente fundada, ya que según lo refiere el recurrente, se le señaló verbalmente que el fundamento de la multa era el artículo 133-A, sin que en las constancias que integran los autos del presente expediente, se desprenda que se le dio a conocer plenamente la motivación y fundamentación legal del acto de  imposición de la multa, por lo que al ser el recibo número 058683-O, el único documento en que el consta el acto impugnado y, al no encontrarse dicho recibo debidamente fundado y motivado, para la imposición de la multa recurrida, procede declarar la nulidad total de la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior, no obstante que la autoridad demandada, al contestar el recurso, exhibió la boleta de control 808613, con registro de fecha veinte de noviembre de dos mil seis, mediante la cual pretende acreditar que si se le hicieron saber al recurrente el fundamento y los motivos por los que se imponía la multa recurrida, sin embargo al haber sido objetada por su contraparte por tratarse solo una impresión de un archivo de computadora, la autoridad demandada debió corroborar con otros elementos de convicción que el recurrente si fue sabedor del fundamento y motivo de la imposición de la multa, toda vez que le corresponde probar fehacientemente que al presentado, se le dio a conocer plenamente la motivación y fundamentación legal del acto de la imposición de la multa, pues no basta que en una boleta de control, la cual adolece de firma o sello alguno, aparezcan esos elementos, si no hay prueba indubitable de que se le dieron a conocer al afectado, por lo que a dicha boleta de control no se le da valor probatorio alguno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, no puede considerarse debidamente fundado y motivado el acto impugnado, al no cumplirse con el principio de legalidad que establece que: “Todo acto de autoridad que incida en la esfera jurídica de un particular debe encontrarse debidamente fundado y motivado”, principio que el propio Reglamento de Policía y Buen Gobierno del Municipio de León, Guanajuato, impone a la autoridad demandada, mismo que se encuentra contenido en la fracción IV del artículo 33 del ordenamiento municipal señalado, que a la letra dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 33.- La audiencia se desarrollará de la siguiente manera: . . . . . . . . . . . . . . . . 

I.- al III. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IV.- finalmente el Árbitro Calificador resolverá fundando y motivando su resolución conforme a las disposiciones de este y otros ordenamientos. La resolución se notificará...”. . . . . . . . .


Como conclusión, al indicar el recurrente que se le señaló verbalmente como fundamento legal, para la imposición de la multa, el artículo 133-A, sin precisarle el ordenamiento normativo que corresponde dicho artículo y, al constar el acto impugnado sólo en el recibo número 058683-O, en el que se aprecia que se consignan dos artículos 133-A, uno respecto a un Reglamento que se señala como de “Tto. Municipal” y, el otro, en cuanto al Reglamento de Policía y Buen Gobierno del Municipio de León, Guanajuato, debe entenderse que el acto se encuentra indebidamente fundado, ya que al haberse señalado dos artículos 133-A, deja en la incertidumbre jurídica al recurrente acerca de cual es el dispositivo legal que se está aplicando, aunado también a que en el recibo tampoco se hace referencia a las razones, motivos o circunstancias que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento, resaltando también que la autoridad demandada para la imposición de la sanción consistente en multa, no realiza una adecuada motivación al no puntualizar a cuantos salarios mínimos equivale la multa impuesta, contraviniendo el contenido tanto del Reglamento de Transito, como del Reglamento de Policía y Buen Gobierno ambos del Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo antes razonado al no cumplir el acto impugnado con el principio de legalidad antes mencionado, al encontrarse indebidamente fundado y motivado, el mismo resulta ilegal al actualizarse la causa prevista en la fracción II del artículo 88 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, aplicada supletoriamente al trámite del recurso de inconformidad, conforme lo dispuesto por el artículo 209 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por lo que en consecuencia, al no estar debidamente fundada y motivada la resolución que se impugna, procede declararse su nulidad total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al caso resulta aplicable el siguiente criterio de la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenida en la página 111 de la publicación intitulada “Criterios 2000-2005” del referido tribunal, la cual es del tenor siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.- PROCEDE DECRETAR LA NULIDAD LISA Y LLANA.- La ausencia de fundamentación y motivación deriva en el decretamiento de una nulidad para el efecto de que se emita otro acto debidamente fundado y motivado. Por su parte la indebida satisfacción de estos extremos, conduce a decretar una nulidad lisa y llana, ya que aquí el particular no requiere conocer los fundamentos y motivos de la afectación, sino que es sabedor de que los aplicados en el acto en concreto no son los adecuados.” (Exp. 4.509/02. Sentencia de fecha 09 nueve de mayo de 2003. Actor: Martha Isabel Espriu Manrique). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- En virtud de que el segundo agravio resultó fundado y es suficiente para declarar la ilegalidad y en consecuencia la nulidad total de la calificación impugnada, resulta innecesario el estudio de los demás agravios esgrimidos por el recurrente, ya que no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, visible a página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEPTIMO.- De las acciones que ejercita el recurrente, se encuentran también las consistentes en que se reconozca su derecho a la devolución que erogó por la multa impuesta; y, se le indemnice con la cantidad de $2,400.00 (Dos mil cuatrocientos pesos 00/100 Moneda Nacional) más actualizaciones, por concepto de la devolución de la multa impuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En relación al reconocimiento del derecho del recurrente a la devolución del monto que erogó por la multa impuesta, este Juzgador considera que es procedente al haberse declarado la nulidad total del acto impugnado, cuyo monto fue pagado por el recurrente según consta en el recibo número 058683O, de fecha veinte de noviembre de dos mil seis. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Tocante a que se le indemnice con la cantidad de $2,400.00 (Dos mil cuatrocientos pesos 00/100 moneda nacional) más actualizaciones, no ha lugar a decretarla, toda vez que el recurrente no aportó los elementos necesarios, ni hizo razonamiento alguno que conlleven a este Juzgador a establecer que se le causaron daños y perjuicios, para así fijar como monto de la indemnización, la cantidad  antes señalada, mucho menos cita las bases, de su actualización para su cuantificación. . . . . 

Lo anterior resulta congruente con el criterio de la Cuarta Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenido en la publicación intitulada “Criterios 2000-2005”, editado por el propio Tribunal, el que en su página 57 que a la letra reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INDEMNIZACIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS. PROCEDENCIA PARA SU CONDENA.- Cuando se ejercite la acción de indemnización de daños y perjuicios en los términos del artículo 56, fracción III, de la Ley de Justicia Administrativa, solicitando que se condene a la demandada al pago de los mismos, es necesario que desde la demanda se proporcionen los elementos necesarios para que sean objeto de estudio por el juzgador; tales como la cantidad reclamada y las pruebas, a efecto de acreditar la acción ejercitada.” ( Exp. 2.262/00. Sentencia de fecha 4 de diciembre de 2000. Actor: Blandina Fuentes Luna.). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los artículos 209 y 213, fracción II de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 88, fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato; y 47 y 48, fracción II, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
SEGUNDO.- Resultó procedente el recurso de inconformidad interpuesto. . 
TERCERO.- Se declara la Nulidad Total de la calificación verbal efectuada el día veinte de noviembre del dos mil seis, dictada por el Arbitro Calificador Licenciado Eduardo Vázquez Páramo, en la que le impuso una multa; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el considerando quinto de esta resolución . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Ha lugar al derecho del recurrente, a la devolución de  la cantidad de $2,400.00 (Dos mil cuatrocientos pesos 00/100 Moneda Nacional), cantidad equivalente al monto de la multa que  fue pagada ante el Árbitro Calificador misma que ha sido declarada nula, extendiéndosele el recibo oficial  número 058683-O y, en atención a que el importe es entregado a la Tesorería Municipal de León, Guanajuato, gírese oficio a la Dirección de Ingresos de la mencionada Tesorería, para que haga la devolución ordenada, lo que se deberá realizar dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente resolución; debiendo, dicha Dirección de Ingresos, informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo y acompañando las constancias relativas. . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- No ha lugar a condenar a la autoridad demandada al pago de  la cantidad de $2,400.00 (Dos mil cuatrocientos pesos 00/100 moneda nacional), por concepto de indemnización, más actualizaciones, en base a lo señalado en el Considerando Séptimo de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte recurrente personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria la Licenciada Maria del Rocío Villanueva Sánchez.- quien da fe. . . .

